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Accionado:
    Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén y otros

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 

          DEBIDO PROCESO/ SUCESIÓN/ TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / OBJECIÓN/ RECHAZÓ OPOSICIÓN A LA DILIGENCIA DE SECUESTRO/ DEFECTO SUSTANTIVO –Se configuró-/ TRAMITE RECURSO DE QUEJA/ INTERPUESTO POR EL ACTOR / ADMISIBILIDAD APELACIÓN/ 
Con ese derrotero, sin perder de vista la trascripción jurisprudencial, se hace claridad en punto a que en este caso, de hecho, podría pensarse que se incumple el presupuesto de subsidiaridad, habida cuenta de que frente al auto contra el que rechazó de plano la oposición presentada en las diligencias de secuestro, la parte omitió, de manera expresa, aludir al recurso de apelación que era procedente en este caso a la luz de lo consagrado en el numeral 9 del artículo 321 del C.G.P. 
(…)
Pero es que, finalmente lo que debió entenderse, sin lugar a innecesarios circunloquios, como quiera que nada se dijo sobre la apelación contra el auto que rechazó la oposición, es que se interponía reposición frente a esa precisa situación de negar la alzada, así ello se dijera en la parte motiva, máxime cuando así, sin ambages, lo manifestó el recurrente, al señalar:  “2. De manera subsidiaria, en caso de proseguir con el mismo criterio y no concederse el recurso de apelación solicito a su Despacho expedir, con destino al JUZGADO ÚNICO PROMISCUO CIVIL DEL CIRCUITO LOCAL, copia de la providencia impugnada y del presente escrito, para efectos del recurso de hecho o queja”
 (se destaca), con lo cual, en caso de no reponer, lo único que restaba era la expedición de las copias pertinentes para que el juzgado de segunda instancia conociera de la queja y se pronunciara sobre su procedencia y, de ser el caso, sobre la admisibilidad de la apelación (Art. 352 del C.G.P).

(…)
Lo explicado estriba en el defecto sustantivo en el que se afincará esta providencia para conceder el amparo, dejar sin efecto el acápite pertinente del auto por medio del cual se negó la concesión del recurso de queja y para ordenarle al Juzgado que le dé el trámite pertinente, para dar paso, cuando menos, a la posibilidad de que su superior estudie la viabilidad del recurso de apelación contra el auto del 22 de mayo de 2018 con el cual se rechazó de plano la oposición al secuestro presentada por el accionante. 
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Acta No. 362 de septiembre 21 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Ómar de Jesús Gómez López contra el Juzgado Promiscuo del Circuito, el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal y la Secretaría de Gobierno con Funciones de Inspección de Policía y Tránsito, todas autoridades del municipio de Belén de Umbría – Risaralda, a la que fueron vinculados Ana María Gómez López, Diego Fernando Gómez Lotero, Blanca Fanny Lotero Londoño, Wilmar Andrés Lotero Londoño, Gladys Gómez Lotero, Sergio Andrés Gómez Serna, Carlos Mario Gómez Serna, Jaime López Gómez, Arley Gómez Lotero y Aceneth Gómez Lotero. 
ANTECEDENTES

Ómar de Jesús Gómez López, actuando por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso contra las citadas autoridades, que estima conculcado dentro del trámite de una diligencia de secuestro que se llevó a cabo en un proceso sucesorio identificado con el número de radicación 2013-00199-00, en el que, se según se hizo saber, interviene como heredero y poseedor de unos bienes inmuebles objeto de la aprehensión.
El extenso relato admite la siguiente síntesis

Dentro del proceso de sucesión doble e intestada de los causantes Gilberto Gómez y Paulina López de Gómez, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría ordenó el secuestro de varios inmuebles propiedad de los causantes, entre ellos dos, que según se afirmó, están en posesión del accionante. 
Para tal efecto comisionó al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, que a su vez, subcomisionó a la Secretaría de Gobierno con Funciones de Inspección de Policía y Tránsito de esa municipalidad y esta realizó la citada diligencia los días 2 de marzo y 10 de mayo del año que avanza; en ambas, el accionante presentó oposición haciendo ver su calidad de poseedor; ante tal circunstancia la inspector ordenó la remisión del despacho comisorio al Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, quien con auto del 22 de mayo del año que avanza rechazó de plano las objeciones presentadas.
Frente a esa decisión presentó un recurso de reposición, el que se negó el 18 de junio anterior, sin que tampoco se diera trámite al recurso de apelación.
Ese proveído también fue recurrido en reposición y en subsidio queja, ambos despachados desfavorablemente, al tiempo que se ordenó culminar la diligencia de secuestro señalando como fecha para ese fin el día 8 de septiembre el año que avanza. 
Pidió, en consecuencia, que se declare la nulidad del auto del 22 de mayo y las actuaciones posteriores a él,  por medio del cual se rechazó de plano la objeción presentada en la diligencia de secuestro, como medida provisional solicitó la suspensión de la diligencia de secuestro programada para el 8 de septiembre de este año. 

Previa inadmisión (f. 15), se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones y se ordenó a los juzgados encartados la remisión de las piezas procesales que estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela (f. 22); así lo hicieron, se negó la medida provisional solicitada por no hallar configurados los presupuestos de urgencia e inminencia consagrados en el numeral 7° del decreto 2591 de 1991.  
Adicionalmente el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría explicó que la diligencia de secuestro se realizó conforme la comisión encomendada y los parámetros legales. Ante la manifestación inscrita en el recurso de reposición “caso contrario permitir que el juez circuito de familia, resuelva sobre dicha actuación”, que se presentó ante el auto que rechazó de plano las objeciones dijo “es oportunidad valiosa para que la Superioridad en sede Constitucional, aclare hasta donde la inconformidad del recurrente era, en caso de no reponer, que el superior desate la apelación sin mencionarla- aún con el gaffe al apuntar el Circuito de Familia” (f. 26).
El vinculado Arley Gómez Botero, dijo que el presente amparo carece del requisito de subsidiaridad, explicó que la diligencia de secuestro ya se realizó nuevamente el 8 de septiembre sin que en ella se hubiere presentado oposición alguna, pidió denegar las pretensiones de la demanda (f. 35).

Los vinculados Ana María Gómez López y Jaime de Jesús Gómez López manifestaron estar de acuerdo con las peticiones del amparo, habida cuenta de que reconocen como único poseedor al accionante quien, sin contar con la contribución de ningún otro miembro de la familia, desde hace 20 años viene ejerciendo pacífica posesión sobre los predios en discordia (f. 42).

CONSIDERACIONES

Recuérdese que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude el señor Ómar de Jesús Gómez López a este especial mecanismo, esencialmente, por la inconformidad que le causa el rechazo de plano proferido por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría frente a las objeciones que presentó en sendas diligencias de secuestro ordenadas en el trámite de una sucesión, en relación con unos inmuebles sobre los que, según dijo, si bien tiene interés como heredero reconocido, ejerce legítima posesión.  

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Para la Sala los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; como se verá en líneas siguientes con detalle, se hizo uso oportunamente de todos los recursos que se estimaron pertinentes para que la decisión reprochada fuera  reconsiderada o en su defecto fuera puesta bajo el escrutinio de la superioridad; se cumple el principio de inmediatez, las decisiones objeto de estudio datan, la más antigua, del 22 de mayo, y la más reciente, del 17 de julio de este año; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

 

 
Con el fin de iluminar la resolución del amparo recuérdese lo aconteció en la sucesión de marras 





1. El Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría libró el despacho comisorio No. 042 del 28 de septiembre de 2017, solicitando auxilio para llevar a cabo el secuestro de los bienes inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria Nos. 293-12369, 293- 16018, 293-5281, 293-146 y 293-19205 de propiedad de los causantes Gilberto Gómez Hoyos y Paulina López Vargas
.





2. Tal comisión correspondió al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría; con auto del 10 de octubre de 2017, ese estrado judicial dispuso auxiliarla y, para tal efecto, subcomisionó a la Secretaría de Gobierno con funciones de Inspección de Policía y Tránsito de esa municipalidad
. 





3. El 16 de mayo de 2018 el Juzgado Municipal recibió las diligencias respectivas, en las que consta que frente a una oposición presentada por el señor Ómar de Jesús Gómez López en relación con los inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria No. 293-16018 y 293-19205, la inspección decidió devolver el comisorio al Juzgado de categoría municipal para que se resolviera lo pertinente.  





4. Por auto del 22 de mayo de 2018 se rechazaron de plano las oposiciones formuladas por el señor Gómez López, en razón a que por auto del 20 de agosto de 2015, emitido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de esta localidad, dentro de la sucesión de los señores Gilberto Gómez Hoyos y Paulina López Vergara, se reconoció al opositor como heredero, con lo cual la sentencia que eventualmente profiera el mencionado despacho judicial dentro del juicio de sucesión lo cobijaría
. 

  



Ese auto es la génesis de la presunta contravención. 




5. Dentro del término de ejecutoria se presentó un recurso de reposición frente a la mencionada providencia en el que adicionalmente se indicó “(…) De ahí que insisto señor juez de manera respetuosa que se escuche en los términos de la comisión la oposición planteada, caso contrario permitir que el juez circuito de familia, resuelva sobre dicha actuación”
. El recurso horizontal fue resuelto negativamente el 18 de junio de 2018 y frente a la citada manifestación, en las consideraciones señaló el Juzgado que no equivalía a la interposición de un recurso de apelación, aunque nada de ello dijo en la parte resolutiva
.




6. Contra esa nueva resolución, oportunamente se presentó recurso de reposición y en subsidio queja; el primero se negó, bajo la égida de que es inviable contra un auto que resolvió un recurso similar; además, en lo que atañe a la apelación, reiteró el funcionario que era imposible interpretar el primer escrito en el sentido de que contuviera la alzada como subsidiaria de la reposición y, por tanto, la queja resultaba improcedente, así que negó su trámite
. 




Aclarado lo anterior y previo estudio de los requisitos específicos de procedibilidad de la acción de tutela, el problema jurídico, cuya resolución hoy convoca a la Sala, se reducirá, únicamente, a verificar la indebida interpretación normativa que el Juzgado esgrimió en relación con la concesión de la impugnación que, con insistencia, suplicó el accionante. Se hará así acatando el precepto jurisprudencial
 que le impone al juez constitucional abstenerse de intervenir en los juicios ordinarios cuando aún es posible que el debate pueda ser conjurado ante la jurisdicción natural. 




Lo que sigue, en consecuencia, es analizar la posible incursión, por parte del Juzgado, en un defecto sustantivo, según lo que se comprende de la crítica que expone el demandante. Sobre aquel, en la sentencia SU-050 de 2017, se recordó que:

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
. (Se destaca).





Con ese derrotero, sin perder de vista la trascripción jurisprudencial, se hace claridad en punto a que en este caso, de hecho, podría pensarse que se incumple el presupuesto de subsidiaridad, habida cuenta de que frente al auto contra el que rechazó de plano la oposición presentada en las diligencias de secuestro, la parte omitió, de manera expresa, aludir al recurso de apelación que era procedente en este caso a la luz de lo consagrado en el numeral 9 del artículo 321 del C.G.P. 




Sin embargo, advierte la Sala que, aunque el libelista en su escrito de reposición dejó de mencionar la palabra apelación, que para el Juzgado parece sacramental, sí manifestó su intención de que, en caso de que no fuera aceptada la oposición, el asunto lo desatara el superior funcional del Juez controvertido
.




También es palmario que durante la ejecutoria del auto que negó la reposición y en el que, valga decir, se mencionó la cuestión pero se omitió resolver concretamente sobre la intención del actor para que el asunto fuera resuelto por el superior, al Juzgado se le pidió de manera categórica, que concediera la alzada y para el efecto se presentó el recurso de reposición y en subsidio la queja, último que fue despachado desfavorablemente porque “De manera que, como el apoderado anterior del señor ÓMAR DE JESÚS GÓMEZ LÓPEZ no interpuso el recurso de apelación de manera subsidiaria, lo que implicaba a que no hubiera lugar a su pronunciamiento por parte de este estrado y, cuya negativa, es el fundamento del recurso de queja en la forma como lo establece el artículo 352 del C.G.P., no se le dará trámite”




Pero es que, finalmente lo que debió entenderse, sin lugar a innecesarios circunloquios, como quiera que nada se dijo sobre la apelación contra el auto que rechazó la oposición, es que se interponía reposición frente a esa precisa situación de negar la alzada, así ello se dijera en la parte motiva, máxime cuando así, sin ambages, lo manifestó el recurrente, al señalar:  “2. De manera subsidiaria, en caso de proseguir con el mismo criterio y no concederse el recurso de apelación solicito a su Despacho expedir, con destino al JUZGADO ÚNICO PROMISCUO CIVIL DEL CIRCUITO LOCAL, copia de la providencia impugnada y del presente escrito, para efectos del recurso de hecho o queja”
 (se destaca), con lo cual, en caso de no reponer, lo único que restaba era la expedición de las copias pertinentes para que el juzgado de segunda instancia conociera de la queja y se pronunciara sobre su procedencia y, de ser el caso, sobre la admisibilidad de la apelación (Art. 352 del C.G.P).




Lo que avizora esta Colegiatura, entonces, es un exceso ritual manifiesto del juzgador, porque soslayó la manifestación de voluntad del actor tendiente a que el asunto fuera conocido por el superior y luego pretermitió el trámite de la queja para que fuera el superior quien se pronunciara en torno a su admisibilidad, por medio del recurso de queja. 
Lo explicado estriba en el defecto sustantivo en el que se afincará esta providencia para conceder el amparo, dejar sin efecto el acápite pertinente del auto por medio del cual se negó la concesión del recurso de queja y para ordenarle al Juzgado que le dé el trámite pertinente, para dar paso, cuando menos, a la posibilidad de que su superior estudie la viabilidad del recurso de apelación contra el auto del 22 de mayo de 2018 con el cual se rechazó de plano la oposición al secuestro presentada por el accionante. 
En punto a resolver esa situación, debe tener en cuenta el funcionario que actúa como comisionado del Juez Promiscuo del Circuito de Belén y que, por tanto, la queja debe surtirse ante el superior funcional del mismo. 




Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales del actor. 





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONCEDE la acción de tutela impetrada por Ómar de Jesús Gómez López contra el Juzgado Promiscuo del Circuito, el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal y la Secretaría de Gobierno con Funciones de Inspección de Policía y Tránsito, todas autoridades del municipio de Belén de Umbría – Risaralda.

En consecuencia SE DEJA SIN EFECTOS el numeral 2° del auto del 17 de julio del año 2018, por medio del cual se negó el trámite al recurso de queja interpuesto por el señor Ómar de Jesús Gómez López, proferido por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría. 

En tal virtud, se le ORDENA que en un término que no supere las cuarenta y ocho horas, siguientes a la notificación de este fallo, disponga lo pertinente para que se surta la queja propuesta. 
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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� Sentencias T-001 de 1999 y T-462 de 2003.


� Sentencia T-814 de 1999, T-462 de 2003, T-1244 de 2004, T-462 de 2003 y T-1060 de 2009.


� Sentencia T-018 de 2008.


� Sentencia T-086 de 2007.


� T-231 de 1994 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Dijo la Corte: “La vía de hecho predicable de una determinada acción u omisión de un juez, no obstante poder ser impugnada como nulidad absoluta, es una suerte de vicio más radical aún en cuanto que el titular del órgano se desliga por entero del imperio de la ley. Si la jurisdicción y la consiguiente atribución de poder a los diferentes jueces, se hace con miras a la aplicación del derecho a las situaciones concretas y a través de los cauces que la ley determina, una modalidad de ejercicio de esta potestad que discurra ostensiblemente al margen de la ley, de los hechos que resulten probados o con abierta preterición de los trámites y procedimientos establecidos, no podrá imputarse al órgano ni sus resultados tÓmarse como vinculantes, habida cuenta de la "malversación" de la competencia y de la manifiesta actuación ultra o extra vires de su titular. // Si este comportamiento - abultadamente deformado respecto del postulado en la norma - se traduce en la utilización de un poder concedido al juez por el ordenamiento para un fin no previsto en la disposición (defecto sustantivo)…”.


� Sentencia T-807 de 2004.


� Sentencia T-056 de 2005, T-1216 de 2005, T-298 de 2008 y T-066 de 2009.


� Sentencias T-114 de 2002 y T- 1285 de 2005.


� Sentencia T-086 de 2007.


� Sentencias T-193 de 1995, T-949 de 2003, T-1285 de 2005 y T-086 de 2007.


� Sentencias SU-640 de 1998, T-462 de 2003, T-292 de 2006 y T-086 de 2007.


� Sentencias T-1625 de 2000, T-522 de 2001, SU-1184 de 2001 y T-047 de 2005.


� Página 72 del disco compacto visible a folio 29 de este cuaderno.


� Página 87 del disco compacto visible a folio 29 de este cuaderno.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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